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  Resumen del debate general durante la serie de sesiones de alto 
nivel del 11º Congreso 
 
 

1. Al inaugurar la serie de sesiones de alto nivel el Secretario General del 
11º Congreso hizo un llamamiento a los representantes para que alzaran su voz en 
defensa de las víctimas de la delincuencia, cuyo futuro podía cambiar gracias a las 
deliberaciones del Congreso. Se refirió a la amplia gama de cuestiones que 
figuraban en el programa del Congreso y al sinfín de cambios que se habían 
producido desde el Décimo Congreso, celebrado en Viena en 2000, en particular el 
reconocimiento del terrorismo, las armas de destrucción masiva y la delincuencia 
organizada como amenazas globales. Si se pasaba revista a los diez últimos 
congresos se comprobaba que se habían elaborado importantes normas y reglas de 
justicia penal y que los programas de esos congresos habían reflejado las distintas 
amenazas que habían ido surgiendo. Se refirió a diversas cuestiones apremiantes de 
justicia penal, incluidas las relativas a las condiciones en las prisiones y los 
derechos de las víctimas. Citó el llamamiento del Secretario General para que se 
adoptara un “concepto más amplio de la seguridad colectiva, que encare tanto las 
amenazas nuevas como las antiguas y que atienda las preocupaciones de seguridad 
de todos los Estados, ricos y pobres, débiles y fuertes” y dijo que el mundo tenía los 
ojos puestos en el Congreso y esperaba sus resultados. Pidió que se ratificaran y 
aplicaran rápidamente las convenciones y protocolos contra la delincuencia y el 
terrorismo, así como las normas y reglas de justicia penal. 

2. El Viceprimer Ministro de Tailandia pidió a todos los países que reforzaran la 
cooperación y prestaran atención prioritaria a la prevención del delito y a la justicia 
penal. Para prevenir el delito era preciso erradicar la causa fundamental del 
problema, o sea, la pobreza. Recalcó las numerosas iniciativas importantes tomadas 
por el Gobierno de Tailandia para luchar contra el tráfico de estupefacientes, la 
pobreza y la corrupción, que obstaculizaban el desarrollo. Se refirió en particular al 
programa del Rey de Tailandia “Economía suficiente”, que se centraba en una 



 

2  
 

A/CONF.203/L.2/Add.4  

variedad de medidas, entre ellas, la sustitución de cultivos. También describió toda 
la gama de medidas legislativas y de otra índole adoptadas para luchar contra el 
terrorismo. Se prestaba atención a las medidas que tenían por finalidad proteger los 
derechos humanos y elaborar conceptos dinámicos de “justicia comunitaria” y 
“justicia restaurativa”. Debía reforzarse la asistencia técnica a los países en 
desarrollo y pidió a los delegados que utilizaran plenamente el Congreso para que el 
Oriente se encontrara con el Occidente y el Norte con el Sur. 

3. Todos los oradores expresaron su agradecimiento a Tailandia por su 
extraordinaria hospitalidad y por todo lo que había hecho para organizar con gran 
éxito el 11º Congreso. Los Estados también expresaron su agradecimiento a la 
Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito por los preparativos y la 
organización del Congreso y por la calidad de los documentos. 

4. Se señaló que desde el último Congreso, en 2000, la comunidad internacional 
había avanzado hacia un consenso global respecto de los instrumentos necesarios 
para proteger a las sociedades del mundo y a sus ciudadanos de la delincuencia 
organizada transnacional y de la corrupción. A juicio de algunos oradores, ahora el 
papel de los gobiernos consistía en asegurar la efectiva aplicación de esos 
instrumentos. 

5. La globalización y la tecnología habían aportado muchos beneficios a las 
sociedades, pero también habían generado nuevas oportunidades para la 
delincuencia y los delincuentes. Por ello, se reconoció que seguía siendo necesario 
crear y desarrollar la capacidad institucional para hacer frente a los nuevos retos a 
nivel multilateral. Los oradores insistieron en la obligación que incumbía a la 
comunidad internacional de asegurar que la Comisión de Prevención del Delito y 
Justicia Penal y su secretaría tuvieran la capacidad para hacer frente al reto y para 
seguir desempeñando un papel de liderazgo. Varios países reafirmaron su 
determinación de seguir apoyando a la Oficina de las Naciones Unidas contra la 
Droga y el Delito en sus esfuerzos en este campo. 

6. Los oradores reiteraron que la comunidad internacional no debía olvidar las 
causas profundas de la delincuencia, como la pobreza, el desempleo, el 
analfabetismo y otras condiciones socioeconómicas, así como los terribles efectos 
de los conflictos. Todo esfuerzo por luchar contra la delincuencia debía tener 
también por finalidad la consecución del desarrollo económico y la educación, debía 
inspirarse y realizarse en el marco del imperio de la ley y el desarrollo sostenible, y 
en un régimen de democracia, buena gobernanza y respeto de los derechos humanos. 

7. No sólo era importante cooperar a nivel gubernamental, sino que también era 
preciso obtener la ayuda de los dirigentes religiosos, la sociedad civil y todos los 
sectores de la sociedad, a nivel nacional e internacional, para presentar un frente 
solidario contra la delincuencia. Los oradores se refirieron a la necesidad de que las 
respuestas de la comunidad internacional se armonizaran e integraran con mayor 
apremio a fin de lograr los objetivos comunes de la seguridad, la estabilidad y la paz 
mundiales. Se observó que, por encima de las diferencias religiosas y culturales 
existentes, y a pesar de las controversias no resueltas, más de 3.000 personas se 
habían reunido en Bangkok en ocasión del 11º Congreso para hablar de un problema 
común: la delincuencia en todas sus manifestaciones. 

8. Los oradores hablaron de los progresos realizados en la aplicación de la 
Declaración del Milenio de las Naciones Unidas (resolución 55/2 de la Asamblea 
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General) y la consecución de los objetivos de desarrollo del Milenio. Era preciso 
que las Naciones Unidas estuvieran en situación de ayudar a los Estados a tratar de 
alcanzar esos objetivos y a responder a las grandes amenazas y retos con que se 
enfrentaba el mundo. Varios oradores hablaron del proceso de reforma de las 
Naciones Unidas para que la Organización pudiera hacer frente a las nuevas 
amenazas a la paz y la seguridad internacionales. Los oradores subrayaron las 
conclusiones del Grupo de alto nivel sobre las amenazas, los desafíos y el cambio, 
así como el informe del Secretario General titulado “Un concepto más amplio de la 
libertad: desarrollo, seguridad y derechos humanos para todos” (A/59/2005), que 
contenía las recomendaciones y medidas específicas necesarias para que la 
Organización pudiera actuar contra las amenazas contemporáneas interconexas de la 
delincuencia organizada y el terrorismo internacional. El Asesor Especial del 
Secretario General de las Naciones Unidas, al dirigirse al Congreso, manifestó la 
aspiración del Secretario General de que los Estados acordaran un concepto nuevo y 
amplio de seguridad colectiva para el siglo XXI, que encarara tanto las amenazas 
nuevas como las antiguas y que atendiera las preocupaciones de seguridad de todos 
los Estados. Pidió encarecidamente a los participantes que tomaran las medidas 
necesarias para que se observaran y aplicaran en mayor medida los compromisos 
contraídos, en particular por lo que se refería a la ratificación y aplicación de los 
instrumentos internacionales contra los estupefacientes, la delincuencia, la 
corrupción y el terrorismo. Pidió a los Estados que proporcionaran a la Oficina de 
las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito recursos suficientes para que 
pudiera desempeñar su función decisiva de supervisar la aplicación de los 
instrumentos. Al referirse al informe del Secretario General, dijo que no se tendría 
desarrollo sin seguridad, no se tendría seguridad sin desarrollo y no se tendría 
ninguna de las dos cosas si no se respetaban los derechos humanos. Muchos 
oradores apoyaron las recomendaciones del Grupo de alto nivel sobre las amenazas, 
los desafíos y el cambio, así como las propuestas formuladas por el Secretario 
General en su reciente informe. 

9. Todos los oradores reconocieron que la delincuencia organizada transnacional, 
en todas sus diversas manifestaciones, representaba una amenaza global cada vez 
mayor. Obstaculizaba seriamente el desarrollo socioeconómico sostenible, 
perpetuaba las desigualdades, mermaba la productividad, reducía la eficiencia y la 
eficacia y minaba la integridad del orden social, económico, cultural y político. Se 
reconoció su carácter polifacético, que se apreciaba en la persistencia de formas 
familiares de delincuencia y la aparición de otras nuevas. Se dijo que las 
democracias jóvenes, los países en desarrollo y los países con economías en 
transición eran especialmente vulnerables a la delincuencia organizada 
transnacional. 

10. Si bien el crecimiento de la delincuencia organizada planteaba un gran reto, la 
comunidad internacional no era una víctima indefensa. Mucho se había logrado 
desde que se había celebrado el último Congreso, en 2000, en particular la adopción 
y la entrada en vigor de la Convención de las Naciones Unidas contra la 
Delincuencia Organizada Transnacional y dos de sus protocolos. Se esperaba que el 
tercero entrara en vigor en breve. 

11. Se habló de los distintos tipos de delincuencia organizada que afectaban a los 
Estados. Se expresó profunda preocupación por el grave problema de la trata de 
seres humanos. Algunos oradores se refirieron a los éxitos obtenidos en la lucha 
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contra ese delito gracias a la aplicación del Protocolo para prevenir, reprimir y 
sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, que complementa la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional (resolución 55/25 de la Asamblea General, anexo II), incluida su 
amplia definición del delito. También se mencionaron las medidas como la 
capacitación, educación y participación de todos los interesados en la elaboración de 
estrategias contra la trata de seres humanos. Se hizo especial referencia a la 
necesidad de establecer mecanismos amplios para proporcionar asistencia y 
protección a las víctimas de la trata a fin de alentarlas a que prestaran testimonio. 

12. Gracias a las convenciones internacionales contra los estupefacientes y a los 
incansables esfuerzos por aplicarlas se habían hecho grandes progresos, pero el 
tráfico de estupefacientes seguía siendo una gran lacra. El tráfico de estupefacientes 
ilustraba claramente la conexión entre la delincuencia transnacional y la local, ya 
que el abastecimiento internacional de estupefacientes terminaba en las 
comunidades locales. Los oradores consideraron necesario que los Estados, además 
de seguir adhiriéndose y aplicando las convenciones pertinentes contra los 
estupefacientes con miras a lograr su observancia universal, contaran con estrategias 
polifacéticas para luchar contra esta forma concreta de delincuencia. 

13. Los países de regiones en que había conflictos se refirieron a sus problemas 
particulares con el tráfico de armas y explicaron cómo se habían utilizado 
programas de amnistía y de compra de las armas para frenar la entrada de armas y 
desbaratar las actividades de los grupos delictivos. 

14. Varios oradores consideraron que el secuestro era un problema muy grave e 
indicaron diversas de las iniciativas que se habían tomado para luchar contra él. 

15. Algunos oradores se refirieron a nuevas actividades delictivas que también 
merecían atención, en particular en los países en desarrollo, entre ellas, el tráfico de 
especies protegidas de flora y fauna silvestre y de diversos productos forestales y el 
saqueo organizado de recursos genéticos. Entre otras cuestiones se mencionaron el 
tráfico de órganos humanos, el blanqueo de dinero, el robo de identidad, la 
inmigración ilegal, el robo de automóviles y el fraude. Algunos Estados pidieron 
que las Naciones Unidas presentaran informes periódicos sobre los progresos en la 
lucha contra estas distintas formas de delincuencia organizada. 

16. Muchos oradores reconocieron que las nuevas tecnologías habían creado 
nuevas oportunidades para los delincuentes y enormes problemas a los sistemas de 
justicia penal. Ahora los delincuentes podían comunicarse con facilidad a través de 
jurisdicciones. Como señalaron varios oradores, esto había propiciado la aparición 
de nuevos delitos, entre los que cabía mencionar la piratería informática, los ataques 
a las redes informáticas y el uso abusivo de Internet para cometer delitos. Varios 
oradores pidieron que se redoblaran los esfuerzos por elaborar un mecanismo 
estructurado y sistemático para luchar contra esos delitos modernos y explicaron sus 
actividades en este campo. 

17. Algunos oradores dijeron que, debido a las complicadas causas fundamentales 
de la delincuencia organizada, no bastaba con concentrarse en luchar contra ella. La 
comunidad internacional debía consolidar las conclusiones de las investigaciones 
relativas a la delincuencia organizada transnacional a fin de que se prestara atención 
prioritaria a la prevención. 
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18. En la lucha contra la delincuencia no cabía olvidar a las víctimas y varios 
oradores dijeron que había que contar con sistemas que reconocieran el papel y los 
derechos de las víctimas. Algunos Estados también insistieron en los derechos de las 
víctimas y la importancia de su protección, exponiendo las medidas que habían 
tomado a tal efecto. 

19. A juicio de los oradores, la corrupción era motivo de profunda preocupación. 
Subrayaron su impacto negativo en el desarrollo económico, la democracia, la 
buena gobernanza, el imperio de la ley y la estabilidad de los mercados financieros. 
Socavaba la trama social y los valores éticos y debilitaba la confianza de los 
ciudadanos en el Estado y sus instituciones. 

20. Los oradores anunciaron que sus respectivos países se proponían ratificar la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (resolución 58/4 de la 
Asamblea General, anexo) a tiempo para participar activamente en la primera 
Conferencia de los Estados Partes, e instaron a otros Estados Miembros a que 
siguieran su ejemplo y aseguraran la rápida ratificación y aplicación de la 
Convención. Varios oradores hablaron del carácter innovador de la Convención, en 
particular en razón del amplio capítulo sobre medidas preventivas y de la 
consagración de la recuperación de activos como principio fundamental. En vista de 
que la Convención iba a entrar pronto en vigor, varios representantes dijeron que los 
Estados Miembros debían centrarse en transformar este instrumento en una realidad 
práctica gracias a su aplicación y efectivo seguimiento por la Conferencia de los 
Estados Partes. 

21. Varios oradores expusieron la experiencia de su país en la aplicación de 
medidas y estrategias de lucha contra la corrupción. A este respecto, se insistió en 
que los encargados de luchar contra la corrupción debían actuar con el más alto 
grado de integridad para poder dar ejemplo en la campaña contra la corrupción. 

22. Los oradores coincidieron en la importancia de las medidas preventivas, 
incluido el fomento de la integridad en el sector público, la adopción de reglamentos 
relativos a los conflictos de interés y prácticas modernas y transparentes en materia 
de presupuesto, de contabilidad, auditoría y adquisición de bienes. 

23. Varias delegaciones se refirieron también al valor de las alianzas estratégicas 
en las que participaban los sectores público y privado y la sociedad civil. Se insistió 
en la importancia de crear una cultura de legalidad entre los jóvenes, como 
componente fundamental de una amplia estrategia de prevención. En muchas 
intervenciones también se reafirmó la importancia de recoger, analizar y difundir 
información completa sobre el carácter, el alcance y las causas básicas de la 
corrupción, con miras a sensibilizar a la opinión pública, facilitar el intercambio de 
experiencias y preparar políticas y estrategias nacionales amplias e integradas. 

24. Haciendo hincapié en la necesidad de procurar una mejor cooperación en la 
recuperación de activos derivados de la corrupción, muchos oradores acogieron con 
satisfacción el logro de la Convención contra la Corrupción de incluir por primera 
vez en un instrumento jurídico internacional un capítulo exhaustivo sobre la 
recuperación de activos. Se planteó además que el compromiso que entrañaba la 
Convención de colaborar a nivel internacional en el seguimiento del producto de la 
corrupción y devolver esos activos de conformidad con lo dispuesto en la 
Convención se debe llevar a cabo con el mismo vigor que la comunidad 
internacional puso de manifiesto en la lucha contra el terrorismo. 



 

6  
 

A/CONF.203/L.2/Add.4  

25. Se plantearon los múltiples desafíos que enfrentaban los países que salían de 
un entorno de corrupción sistémica. En esa situación, tratar los actos de corrupción 
cometidos en el pasado y recobrar sus productos respectivos era fundamental para 
cualquier gobierno que tratase de volver a ganarse la confianza de sus ciudadanos y 
superar la cultura de la impunidad. No obstante, ello entrañaba importantes desafíos 
en los casos en que era necesario valerse de un sistema de justicia penal 
frecuentemente debilitado para investigar y enjuiciar numerosos casos de actos de 
corrupción cometidos en el pasado, frecuentemente perpetrados por presuntos 
delincuentes que habían huido del país. Al mismo tiempo, era preciso rastrear y 
recuperar los activos que habían sido saqueados mediante prácticas corruptas y 
transferidos al exterior, lo cual exigía una cooperación internacional eficaz. 

26. Muchos oradores hicieron hincapié en la importancia vital de reprimir 
drásticamente a la delincuencia económica y financiera que los grupos de la 
delincuencia organizada y los terroristas utilizaban. Una herramienta que varios 
oradores destacaron como especialmente eficaz en ese sentido era un régimen 
amplio para el embargo preventivo y decomiso del producto de las actividades 
delictivas, mediante el empleo de criterios basados o no en la condena. 

27. En ese contexto, algunos oradores expresaron preocupación respecto de que 
varios refugios financieros seguían aplicando el secreto bancario, lo cual planteaba 
graves obstáculos a la prevención y fiscalización eficaces del blanqueo de dinero. 
Varios oradores instaron a que se volviera a asignar atención prioritaria a la 
prevención y la fiscalización del blanqueo de dinero y el decomiso del producto de 
los actos delictivos, con el fin de impedir a los delincuentes encubrirse y 
beneficiarse de sus ganancias malhabidas. 

28. En ese sentido, varios representantes confirmaron su compromiso de cumplir 
las cuarenta recomendaciones revisadas del Grupo Especial de Expertos Financieros 
sobre blanqueo de capitales y sus nueve recomendaciones especiales sobre 
financiación del terrorismo. 

29. Varios países se refirieron a la amenaza que los actos delictivos de los 
mercenarios representaban para la paz y la seguridad. Exhortaron a los Estados a 
que intercambiaran información con eficacia y utilizaran organismos de inteligencia 
para prevenir las actividades de esos grupos. También instaron a que se emitieran 
leyes que asegurasen que esos delincuentes pudiesen enjuiciarse y propugnaron que 
se adoptasen medidas para prevenir la utilización de territorios para entrenar 
mercenarios o realizar otro tipo de actividades para apoyarlos. 

30. Algunos oradores también se refirieron al turismo sexual relacionado con 
menores como asunto de derecho penal objeto de grave preocupación y destacaron 
las leyes que se habían promulgado para luchar contra él. 

31. Hubo consenso en cuanto a reconocer que el terrorismo constituía una 
importante amenaza a la paz y la seguridad internacionales, y se le condenó de 
manera uniforme, en todas sus formas y manifestaciones. Si bien algunos oradores 
se refirieron a los ataques terroristas realizados en sus territorios, se reconoció 
unánimemente que el terrorismo constituía un fenómeno mundial que no se veía 
limitado por las fronteras internacionales. Constituía una amenaza común que exigía 
una respuesta internacional común, concertada, coordinada y amplia. Algunos 
oradores acogieron con beneplácito la estrategia contra el terrorismo del Secretario 
General que consta de las cinco “D”: disuadir, dificultar, hacer desistir, desarrollar y 
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defender los derechos humanos. Varios oradores recalcaron que si bien estaban 
vigorosamente comprometidos con la lucha contra el terrorismo, para que ésta 
triunfara era preciso que siempre se librara en el marco del respeto pleno de las 
libertades civiles fundamentales y las obligaciones previstas en el derecho 
internacional, incluidos los derechos humanos, el derecho de los refugiados y el 
derecho humanitario internacional. 

32. Los oradores exhortaron a que todos los Estados ratificaran y aplicaran los 
instrumentos universales contra el terrorismo con el fin de crear un marco jurídico 
mundial contra el terrorismo. Asimismo, acogieron con beneplácito la aprobación 
por la Asamblea General del Convenio Internacional para la Represión de los Actos 
de Terrorismo Nuclear (resolución 59/290 de la Asamblea General, anexo). Muchos 
oradores señalaron la necesidad de avanzar en la tarea de elaborar el proyecto de 
convención amplia contra el terrorismo internacional e instaron a que se realizaran 
esfuerzos concertados para darle forma final y aprobarla lo antes posible. Varios 
oradores subrayaron la importancia de abordar las causas fundamentales y factores 
subyacentes del terrorismo. Esas causas se describieron como una mezcla de 
factores sociales, políticos y económicos, entre los que figuraban la pobreza, la 
desigualdad, los conflictos regionales y la ocupación foránea. Algunos oradores 
señalaron la importancia de la solución pacífica de los conflictos regionales y el 
establecimiento de un orden económico internacional imparcial y justo, incluida la 
mejora de las condiciones sociales, como aspectos importantes al abordarse las 
causas subyacentes del terrorismo. Algunos oradores hicieron hincapié en la 
importancia de tener en cuenta las resoluciones de la Asamblea General relativas a 
la cuestión de las causas fundamentales del terrorismo y el derecho de las personas a 
la autodeterminación a la hora de definir el terrorismo. Algunos oradores se 
refirieron a que el hecho de estar ubicados geográficamente en las principales rutas 
comerciales acrecentaba su vulnerabilidad respecto del terrorismo. Se consideró que 
la promoción del diálogo entre las culturas constituía otro componente importante 
de la respuesta al terrorismo. 

33. Muchos oradores hicieron hincapié en que el terrorismo no tenía religión, raza, 
credo o nacionalidad, ni se limitaba a una cultura o región geográfica determinada. 
Se señaló que los terroristas se inspiraban en motivos políticos y no en la religión. 
Era menester evitar la dualidad de criterios y la selectividad a la hora de abordar el 
terrorismo. 

34. Muchos oradores destacaron la importancia de luchar contra la financiación 
del terrorismo. Una de las armas más vigorosas con que la comunidad internacional 
contaba en la lucha contra la delincuencia organizada transnacional y el terrorismo 
era la capacidad de desarticular la financiación. 

35. Muchos oradores reconocieron la función que desempeñan las Naciones 
Unidas, especialmente el Comité contra el Terrorismo del Consejo de Seguridad y 
su Dirección Ejecutiva para coordinar esa respuesta mundial contra el terrorismo. 

36. Se hizo referencia a la resolución 1373 (2001) del Consejo de Seguridad, de 28 
de septiembre de 2001, en la que el Consejo señaló la estrecha conexión que existe 
entre la delincuencia organizada transnacional, las drogas ilícitas, el blanqueo de 
dinero, el tráfico de armas y la circulación ilícita internacional de materiales 
nucleares, químicos y biológicos y el terrorismo internacional. Se reconoció en 
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general que los grupos terroristas se valían de la delincuencia organizada para 
facilitar y financiar sus actividades terroristas. 

37. Se reconoció que la corrupción facilitaba una situación que propiciaba 
gobiernos débiles y desestabilizados en los que podían medrar grupos de terroristas 
y delincuentes organizados. La interrelación de las amenazas había sido señalada 
por el Grupo de alto nivel sobre las amenazas, los desafíos y el cambio que había 
planteado que “hoy, más que nunca, las amenazas a la seguridad están 
interrelacionadas”. 

38. Si bien no todas las medidas de lucha contra el terrorismo se consideraban 
apropiadas para utilizarlas contra otras formas de delincuencia, incluida la 
delincuencia organizada, la cooperación internacional y el fortalecimiento de los 
sistemas generales de justicia penal se consideraban como medios eficaces de lucha 
contra todas las formas de delincuencia. 

39. Muchos oradores señalaron la trayectoria de sus gobiernos en la tarea de 
ratificar y aplicar los instrumentos internacionales y regionales existentes relativos a 
las drogas, la delincuencia organizada, la corrupción y el terrorismo. Varios 
oradores informaron acerca de medidas nacionales, subregionales y regionales 
dirigidas a potenciar la lucha contra el terrorismo, la delincuencia organizada, el 
tráfico de drogas y la corrupción entre las que figuraban medidas legislativas 
e institucionales, tales como la promulgación y modificación de leyes nacionales y 
el establecimiento de órganos y grupos de tarea especializados, la elaboración de 
estrategias y planes de acción nacionales y el fomento de su capacidad. En varios 
casos entre esas medidas figuraban la publicidad y la divulgación como medios de 
elevar la concienciación del público. Muchos oradores señalaron que entre esas 
medidas también debía figurar una adecuada atención prioritaria a las víctimas, 
incluida la indemnización a las víctimas. Algunos oradores se refirieron a las 
funciones especiales de las organizaciones regionales e internacionales pertinentes y 
la colaboración con las entidades asociadas vecinas. 

40. Se expresó unanimidad en describir la cooperación internacional como 
herramienta fundamental para luchar contra todas las formas de delincuencia. Se 
hizo hincapié en que la globalización de las amenazas imponía la necesidad de 
contar con una alianza mundial como respuesta, en la que la comunidad 
internacional aunase sus fuerzas a través de las fronteras y los continentes al igual 
que habían hecho los delincuentes. Era necesario contar con un enfoque multilateral 
que reflejase la solidaridad entre los gobiernos y a la vez se hiciera hincapié en que 
era preciso fundamentar toda alianza contra la delincuencia en el estado de derecho. 
Era imprescindible aplicar los diferentes convenios y convenciones internacionales 
para dotar a la cooperación de una base jurídica racional. Era preciso que existiera 
un nuevo vigor para aumentar la cooperación internacional mediante medidas bien 
dirigidas, que contasen con los recursos apropiados y amplias, que equilibrasen la 
represión eficaz con el respeto por los derechos humanos. Varios oradores 
destacaron que la comunidad internacional tenía que abandonar viejos métodos 
obsoletos en materia de cooperación y reemplazarlos por regímenes flexibles, 
amplios y abiertos que posibilitasen llevar a cabo una cooperación transfronteriza 
universal en la esfera de la asistencia jurídica recíproca, la extradición y la 
transferencia de prisioneros condenados. 
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41. Varios oradores describieron importantes actividades bilaterales, regionales y 
multilaterales realizadas con el fin de fomentar la cooperación, incluida la 
negociación de tratados de extradición y asistencia recíproca y acuerdos de 
cooperación, así como enfoques regionales innovadores, tales como el 
reconocimiento recíproco y la orden de detención europea. Algunos oradores 
destacaron la disposición de la Convención de las Naciones Unidas contra la 
Corrupción en la que se contemplaba la prestación de asistencia recíproca para las 
medidas de cumplimiento no obligatorio incluso en ausencia de una doble 
incriminación como un paso adelante positivo en la mejora de la cooperación 
internacional. Se destacó la importancia de la cooperación policial mediante 
organizaciones regionales y la Organización Internacional de Policía Criminal 
(Interpol) y la utilización de oficiales de enlace, así como la necesidad de establecer 
contactos y redes entre las diferentes autoridades encargadas de hacer cumplir la ley 
y los fiscales. Se sugirió el establecimiento de un foro internacional especializado 
de fiscales e investigadores auspiciado por las Naciones Unidas. Se formularon 
ejemplos de utilización de la nueva tecnología de las comunicaciones para aumentar 
la celeridad y eficacia de la cooperación. Algunos oradores describieron las 
conferencias, las cumbres y los eventos internacionales acogidos en sus países, que 
habían contribuido a elaborar enfoques conjuntos respecto de la lucha contra todas 
las formas de delincuencia. Varios oradores se refirieron a la importante función de 
la Corte Penal Internacional en la tarea de dar respuesta a los delitos más graves: el 
genocidio, los crímenes de lesa humanidad y los crímenes de guerra. Exhortaron a 
los Estados a que ratificaran el estatuto y cooperaran con la Corte. 

42. Varios oradores destacaron la necesidad de impartir capacitación y fomentar la 
capacidad así como de realizar intercambios y compartir las prácticas óptimas en 
materia de cooperación eficaz. Se expusieron ejemplos de programas y centros 
mediante los cuales se impartía capacitación sobre la manera de tratar casos 
jurisdiccionales incompatibles. 

43. Varios oradores expresaron su satisfacción respecto de la gran importancia que 
se asignó en el Congreso a las cuestiones de justicia penal habida cuenta de que los 
países se veían sometidos a una presión cada vez mayor para adaptar sus sistemas de 
justicia a nuevas condiciones. En ese sentido varios oradores hicieron hincapié en la 
importante función que desempeñaban las reglas y normas de las Naciones Unidas 
en materia de prevención del delito y justicia penal en calidad de valiosas directrices 
y ejemplos de prácticas óptimas. La elaboración durante los últimos 50 años de ese 
admirable compendio de textos jurídicos había contribuido a mejorar en gran 
medida la prevención del delito y la justicia penal. Ahora era fundamental 
intercambiar información sobre el empleo y la aplicación de esas normas y avanzar 
en su puesta en práctica. 

44. Varios oradores hicieron hincapié en los desafíos y cuestiones que los sistemas 
de justicia penal tenían ante sí, a la vez que subrayaron las nuevas iniciativas de 
reforma en sus Estados. Se refirieron a principios fundamentales del fortalecimiento 
del imperio de la ley, el respeto a los derechos humanos y la buena gobernanza 
como ingredientes sumamente fundamentales para lograr eficacia en la prevención 
del delito y la justicia penal. 

45. El imperio de la ley constituía un requisito previo para que las personas 
confiaran en el Estado y sus instituciones. El imperio de la ley y la integridad del 
sistema judicial constituían asimismo requisitos previos para asegurar el desarrollo 
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y mantenimiento de instituciones de justicia penal justas, eficaces y eficientes. Esas 
instituciones tenían que consagrar las garantías procesales, la independencia del 
poder judicial y un sistema policial y penitenciario eficaz e imparcial. El sistema de 
justicia penal también tenía que preceptuar la transparencia y la participación del 
público. 

46. Entre las cuestiones prioritarias relativas a la reforma de la justicia penal 
enumeradas por los oradores figuraban la mejora del proceso penal y la imposición 
de sanciones, la protección de los derechos de las víctimas, la racionalización de los 
sistemas e instituciones de justicia penal y la reintegración social de los 
delincuentes. A juicio de muchos oradores, el Congreso también había asignado la 
debida prioridad a las medidas dirigidas a simplificar y acelerar los procedimientos 
judiciales, incluidos los programas en materia de justicia restaurativa. Varios 
oradores describieron sus dinámicos esfuerzos dirigidos a establecer programas de 
justicia de la comunidad y disposiciones relativas al acceso a la justicia y la justicia 
restaurativa. Advirtieron que era importante no perder de vista a las víctimas de la 
delincuencia, incluidas las víctimas del terrorismo, y la necesidad de darles 
respuesta. Algunos oradores señalaron que la conciliación y la mediación entre los 
delincuentes y las víctimas constituía un importante medio de diálogo sobre los 
conflictos y a favor de la reconciliación que era beneficioso para ambas partes. 
Muchos oradores subrayaron la importancia de que la sociedad civil se implicara y 
participara activamente en la lucha contra las diferentes formas de delincuencia. Era 
menester que los gobiernos trabajasen estrechamente con las organizaciones no 
gubernamentales y la sociedad civil para fomentar el imperio de la ley y asegurar la 
buena gobernanza, la rendición de cuentas y la transparencia. 

47. El hacinamiento de las cárceles era motivo de preocupación para muchos 
oradores. Al respecto, se consideraron importantes el servicio a la comunidad y las 
medidas encaminadas a limitar el número y la duración de las penas de prisión por 
delitos menos graves. Varios oradores también hicieron hincapié en la necesidad de 
que los servicios penitenciarios se orientaran a la rehabilitación, la reforma y la 
reintegración de los reclusos con objeto de prepararlos para una reincorporación 
normal y productiva en la sociedad una vez que cumplieran sus penas y subrayaron 
la importancia de combinar el encarcelamiento con educación y con programas 
encaminados a reducir al mínimo el riesgo de reincidencia y prestar apoyo a los 
reclusos para que pudieran desarrollar aptitudes que les ayudaran a reintegrarse a la 
sociedad en un sentido amplio. Se observó que las Naciones Unidas habían 
realizado esfuerzos considerables y significativos para promover el trato más 
humano de los reclusos y que debería seguir asignando alta prioridad a esa cuestión. 
Se mencionaron medidas sustitutivas del encarcelamiento, entre ellas, los programas 
de remisión y la promoción del servicio a la comunidad, en particular en relación 
con los jóvenes y los niños. 

48. Varios oradores se refirieron también a una variedad de iniciativas 
relacionadas con la justicia de menores y a medidas encaminadas a prevenir la 
delincuencia juvenil y a abordarla de una manera integral y amplia. 

49. Varios oradores expresaron la adhesión de su gobierno al principio de justicia 
restaurativa, como sustituto importante del procesamiento y el encarcelamiento y 
como medio de sancionar a los delincuentes de una manera que atendiera a las 
necesidades de todos: los delincuentes, las víctimas y la comunidad. También podía 
servir para reducir la tasa de reincidencia. La justicia restaurativa constituía un 
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enfoque holístico en el que se combinaba un instrumento de justicia penal con un 
instrumento de ingeniería social. Otros oradores observaron que, como sucedía con 
toda esfera en evolución, era importante realizar investigaciones para determinar la 
importancia, la eficiencia y las repercusiones de la justicia restaurativa. Al respecto, 
también se observó la importancia de aprender de la experiencia de los demás y de 
compartir prácticas acertadas en la materia. 

50. Algunos oradores se refirieron al empleo de nueva tecnología en las esferas de 
la prevención del delito y la justicia penal. Se mencionó la utilización de enlaces de 
vídeo en las audiencias judiciales a fin de proteger a los testigos y las víctimas y se 
consideró que ese método era particularmente aplicable a los grupos vulnerables 
como el de los niños. Al mismo tiempo, se recomendó que la policía también 
aprovechara plenamente la nueva tecnología de manera análoga con objeto de 
fortalecer su capacidad de investigación. Se dieron ejemplos de uso avanzado de 
tecnología de televisión en circuito cerrado, bases de datos de ácido 
desoxirribonucleico (ADN) y aplicaciones científicas para la detección de huellas 
dactilares latentes. 

51. Varios oradores reconocieron la responsabilidad de la comunidad internacional 
de velar por que los terroristas, los grupos delictivos organizados y los delincuentes 
en general no encontraran refugio seguro haciendo presa de los Estados más débiles. 
Prestar asistencia técnica bien organizada a los países en desarrollo y los países con 
economía en transición, así como a los países que salían de un conflicto, revestía 
importancia primordial a efectos de lograr que esos Estados adquirieran suficiente 
capacidad para combatir todas las formas de delincuencia. Con ese fin debían aunar 
esfuerzos los gobiernos, el sector privado, las organizaciones no gubernamentales y 
los asociados para el desarrollo. Varios oradores exhortaron a los países donantes a 
acudir en auxilio de otros Estados que tuvieran capacidad y recursos limitados, 
incluso mediante la cancelación de la deuda externa. Otros oradores describieron 
diversos programas de asistencia técnica que venían ejecutándose en apoyo de la 
creación de capacidad en otros Estados. 

52. Varios oradores subrayaron la importancia de recurrir a la asistencia técnica 
eficaz que prestaba la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito. 
Se encomió el papel que desempeñaba la Oficina prestando asistencia adaptada a las 
necesidades de los países en esferas como el blanqueo de capitales, la cooperación 
internacional, el decomiso y la recuperación de bienes, la delincuencia organizada y 
la corrupción, así como la asistencia que prestaba para promover la ratificación y 
aplicación de los instrumentos universales contra la droga, la delincuencia 
organizada transnacional, el terrorismo y la corrupción, incluso mediante la 
elaboración de instrumentos legislativos de cooperación técnica. Hubo acuerdo en 
que se debía apoyar a la Oficina en sus esfuerzos por facilitar proyectos de 
cooperación técnica y actividades a los países con miras a la aplicación de las 
convenciones internacionales y a la creación de capacidad nacional en la materia. 
Muchos Estados exhortaron a seguir apoyando y financiando su labor e incluso a 
aumentar el apoyo y las contribuciones financieras. Algunos oradores también se 
refirieron a otros institutos y organismos regionales e internacionales de las 
Naciones Unidas y al papel que podían desempeñar en la ejecución de programas de 
asistencia. Un orador propuso, a efectos de obtener una mayor sinergia y utilizar 
mejor los escasos recursos de que se disponía, que la Oficina estableciera un 
programa común de asistencia para el fortalecimiento de la capacidad de los Estados 
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en el ámbito jurídico inspirado en un criterio sólido de respeto del imperio de la ley 
con objeto de abordar los delitos graves de índole transnacional. 

53. Se expresaron diversas opiniones sobre la cuestión de negociar nuevos 
instrumentos internacionales. Algunos oradores opinaban que los convenios y 
convenciones de las Naciones Unidas contra la delincuencia organizada, el 
terrorismo y la corrupción ya proporcionaban el marco jurídico necesario y que 
había que concentrarse colectivamente en la aplicación efectiva de los instrumentos 
internacionales vigentes. Al respecto, los esfuerzos no se debían ver socavados por 
el hecho de despilfarrar recursos en negociaciones prolongadas para elaborar nuevos 
instrumentos. Otros oradores estaban de acuerdo en iniciar cuanto antes la 
elaboración de nuevos instrumentos internacionales. 

54. Habida cuenta de la diversificación de las técnicas de blanqueo de capitales, 
del hecho de que esas técnicas se utilizaban en relación con diversas formas de 
delincuencia y de la amenaza que planteaba para la economía legítima, algunos 
oradores sugirieron que se elaborara una convención general contra el blanqueo de 
capitales, conforme a la recomendación del Grupo de alto nivel sobre las amenazas, 
los desafíos y el cambio. Otros oradores opinaron que, ante la insuficiencia de las 
iniciativas regionales y bilaterales, se debía elaborar un instrumento universal que 
comprendiera un marco legislativo y operacional amplio de cooperación 
internacional en materia de extradición y asistencia judicial recíproca. 

55. Otros oradores sugirieron la elaboración de una convención universal contra la 
delincuencia cibernética, de una convención contra el robo y el tráfico de bienes 
culturales y de un código de conducta contra el terrorismo. 

56. Muchos oradores destacaron la importancia de la Declaración de Viena sobre 
la delincuencia y la justicia: frente a los retos del siglo XXI (resolución 55/59 de la 
Asamblea General, anexo) y de sus planes de acción (resolución 56/261 de la 
Asamblea General, anexo) e informaron de las medidas adoptadas para aplicarlos. 
También pidieron a la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal que 
siguiera de cerca las medidas que se adoptaran para aplicar la declaración de 
Bangkok aprobada por el 11º Congreso. 

57. Por último, muchos oradores reconocieron que el Congreso de las Naciones 
Unidas sobre Prevención del Delito y Justicia Penal constituía un foro dinámico 
para intercambiar información y experiencia, compartir conocimientos 
especializados y determinar tendencias incipientes. Los congresos habían tenido una 
influencia considerable y se deberían seguir utilizando con objeto de formular un 
plan maestro para fortalecer con eficacia las esferas de la prevención del delito y la 
justicia penal. En forma análoga, la declaración de Bangkok debería ser un 
instrumento integral encaminado a impulsar iniciativas para prevenir y combatir la 
delincuencia en todas sus formas y fortalecer la cooperación internacional. 

58. Los Gobiernos del Brasil, Burkina Faso, el Pakistán y Qatar expresaron su 
voluntad de acoger el 12º Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del 
Delito y Justicia Penal. 
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59. La determinación y la cooperación internacional eran aspectos de importancia 
primordial en la lucha contra el terrorismo, el narcotráfico, la delincuencia 
organizada y la corrupción. En última instancia, sería la unidad de la comunidad 
internacional, las creencias universales, una determinación común y unos esfuerzos 
mancomunados lo que permitiría vencer las amenazas planteadas por la delincuencia 
y cumplir las responsabilidades de los gobiernos frente a sus ciudadanos. 

 
 
 


